
La negociación de este año por
el reajuste del sector público no
solo estará marcada por la discu-
sión del aumento salarial de 3%
real que piden los gremios. Tam-
bién tendrá como foco de debate
el dictamen de la nueva contra-
lora general de la República, Do-
rothy Pérez, quien se alineó con
los criterios de la Corte Suprema
respecto del principio de “con-
fianza legítima” en los contratas
que se configurarían solo tras
cinco años en el cargo.

En los últimos días, tanto a
nivel parlamentario como en-
tre las organizaciones de traba-
jadores, surgió la idea de in-
cluir en la parte miscelánea de
la legislación que mejorará las
condiciones salariales de la do-
tación del Estado, el cálculo del
plazo que permita que opere
para los funcionarios a contrata
(a plazo fijo de un año) el prin-
cipio de “confianza legítima”.
Este implica que los empleados
con reiteradas renovaciones es-
tán amparados por la expectati-
va de mantenerse en sus car-
gos.

La controversia se originó por
el criterio de la contralora, que
estableció que la decisión sobre
el tiempo para generar la expec-
tativa de continuidad laboral en
las contratas es un asunto de
competencia exclusiva de los tri-
bunales de justicia, ya que se tra-
ta de una materia litigiosa, por lo
que el ente de control debe abs-
tenerse de seguir pronunciándo-
se. En los últimos dos años, la
Corte Suprema ha resuelto que
la confianza legítima se genera
después de cinco años en el car-
go, mientras la jurisprudencia
administrativa previa de la
CGR, que determinó el anterior
contralor Jorge Bermúdez, de-
cretaba que el principio operaba
después de dos años. Con el nue-
vo dictamen se deja sin efecto
esa anterior doctrina.

Entre los especialistas existe la
visión de que el criterio de los
cinco años que señala la corte y
ahora hace suyo la CGR, permite
la validación de funcionarios
que cumplen su tarea más allá de
los cuatro años de un gobierno.

De acuerdo con estadísticas de
la Dirección de Presupuestos
(Dipres), a junio de 2024, el per-
sonal a contrata en la adminis-
tración central representaba un
56,3% (274.350 cargos) del total
de la fuerza laboral efectiva.

Las vías en discusión

Luego del pronunciamiento
de la CGR, el presidente de la
CUT, David Acuña, anticipó que
el tema de la confianza legítima
sería planteado al Ejecutivo en la
negociación por el reajuste del
sector fiscal. En paralelo a esa es-
trategia, la multisindical y la
ANEF presentaron un recurso
de reconsideración ante la pro-
pia Contraloría para que revier-
ta su nuevo criterio. Sin embar-
go, entre los expertos hay con-
senso en que el espacio para que
la CGR acoja esa petición es casi
nulo.

Ante ello, el presidente de la
ANEF, José Pérez, enfatizó la
premura de abordar en una ley
el plazo de la confianza. “La idea
es poner ese tema en la parte
miscelánea (de la ley de reajus-
te); queremos que esto sea una
iniciativa legal, que tenga rango
de ley para que no dependamos
de la vía administrativa o judi-
cial”, señaló.

Pérez también se abrió a nego-
ciar con el Gobierno el plazo pa-
ra computar el criterio de con-
fianza legítima: “Estamos para
dialogar. Si es por rango legal,
pueden ser dos, tres o cinco
años, hay que ver eso”.

En el Congreso también se
han explorado opciones. El pre-
sidente de la comisión de Traba-
jo de la Cámara de Diputados,
Luis Cuello (PC), explicó que,
junto con ver la alternativa de
impulsar una ley interpretativa

sobre el Estatuto Administrati-
vo, habría espacio para analizar
este tema en el proyecto de me-
joras salariales del sector públi-
co. “En el reajuste viene una ley
miscelánea, algo así se está tam-
bién conversando, hay que ex-
plorar caminos”, dijo.

Desde la oposición, el diputa-
do Frank Sauerbaum (RN) se
mostró dispuesto a explorar con
el Ejecutivo una posible modifi-
cación “Estoy disponible con la
gente de Chile Vamos a sentar-
nos en una mesa a conversar con

el Gobierno para ver cómo sali-
mos de esto en una forma que
sea satisfactoria para todo el
mundo, para los trabajadores y
para el Estado”, señaló.

La mirada técnica

Carlos Cubillos, mánager del
área de asuntos laborales de PwC
Chile, planteó que la evolución
del concepto de la confianza legí-
tima, “junto al objeto legal del
personal a contrata obligan a re-
flexionar sobre la necesidad de

realizar modificaciones legales
que otorguen más certeza a los
trabajadores del sector público”.
Cree que una opción es “incorpo-
rar normas similares a las que
operan en el sector privado, como
las relativas a contratos a plazo fi-
jo” en el Estado.

La abogada laboralista Caroli-
na Guzmán comparte el criterio
de que este sería el momento pa-
ra que el legislador equipare “la
desigualdad entre el sector pú-
blico y el sector privado”.

El exdirector del Trabajo Mar-

celo Albornoz tiene una mirada
distinta. “No es necesario que este
tema sea materia de una ley, por-
que ya el Estatuto Administrativo
regula la prestación de servicios a
contrata y someter a ley esta ma-
teria es riesgoso para la adminis-
tración del Estado”, dice.

“Para no depender de vía administrativa o judicial” en debate sobre “confianza legítima”:

En medio de negociación de reajuste
del sector público, gremios presionan
al Gobierno para legislar por ingreso 
a planta de funcionarios a “contrata” 
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Idea sería analizada mañana, en reunión que sostendrá la mesa del sector público con
el Gobierno. ANEF se abre a negociar plazo para aplicación de confianza legítima en
contratas.

Este viernes, el Gobierno y los gremios empezarán a discutir el petitorio por el reajuste del sector público. 

‘‘Estamos para
dialogar. Si es por rango
legal, pueden ser dos,
tres o cinco años, hay
que ver eso”. 
................................................................
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‘‘Creo que no es
necesario legalizar este
caso, porque la
confianza legítima es una
construcción doctrinaria,
no legal”.
................................................................
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‘‘La evolución del
concepto de la confianza
legítima, junto al objeto
legal del personal a
contrata obligan a
reflexionar sobre la
necesidad de realizar
modificaciones legales”.
................................................................
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La Cámara de Diputados
aprobó este miércoles en forma
unánime un proyecto de ley
que obligará a las municipali-
dades a llevar una contabilidad
detallada y a transparentar el
uso de los recursos de la ley del
royalty minero.

La Ley 21.591, sobre royalty a
la minería, comenzó a regir el 1
de enero de 2024. Una de sus in-
novaciones fue la creación de
tres fondos: el Regional para la
Productividad y el Desarrollo
de Comunas Mineras; de Apo-
yo para la Equidad Territorial; y
Puente, que va en apoyo directo
de las regiones.

Desde ellos se espera finan-
ciar proyectos de investigación
científica y tecnológica, así co-
mo de fomento al desarrollo de
actividades productivas.

Tal como se detalla, parte de
estos recursos comenzarán a en-

tregarse en 2024 y se ampliarán
en 2025. Esto significa un apoyo
directo a 307 municipios. En es-
te contexto, un grupo de diputa-
dos consideró necesario dar a su
utilización la necesaria transpa-
rencia y evitar un mal uso. “La
mayor recaudación fiscal que
implica el royalty debe ser una
oportunidad de crecimiento y
no una problemática”, señala la
moción. El proyecto robustece
el contenido de la cuenta públi-
ca anual que deben realizar las
municipalidades. 

Así, se incorporan nuevas ma-
terias a informar. De ahí que la
propuesta obliga a incluir en esta
rendición el uso y destinación de
los fondos recibidos por la Ley
21.591. Además, se deberá comu-
nicar sobre la ejecución de estos
en los proyectos y programas
donde se hubiesen destinado.

La iniciativa se originó en
una moción presentada por el
diputado Jaime Mulet (FRVS).

Proyecto de ley

Municipios deberán
rendir cuenta de
recursos provenientes
del royalty minero

La iniciativa pasó al Senado, tras el
respaldo unánime en la Cámara.
VALOR FUTURO

nocer a través de la ONU que Chile es el país del
mundo donde más han disminuido las precipita-
ciones de agua. Coquimbo, a su vez, sufre una es-
casez hídrica que ha causado la pérdida del 40%
de sus cultivos agrícolas.

En materia de ciberseguridad, desde el sector
asegurador, vemos que Chile se ha convertido en
un mercado atractivo para los cibercriminales,
especialmente en el rubro tecnológico y financie-
ro. Solo en el 2023, en nuestro país se registraron
253 ciberataques de malware (software mali-
cioso diseñado para dañar cualquier dispositivo y
robar sus datos) a empresas de diferentes indus-
trias. 

Es esencial que avancemos en robustecer la
protección frente a los ciberataques en las orga-
nizaciones, implementando programas de capa-
citación y conciencia general, estableciendo roles
y responsabilidades clave de ciertos ejecutivos,
además de la realización de pruebas para tener
más práctica y conocimiento en caso de una si-
tuación real. Pero por sobre todo, es importante
conseguir la conciencia e involucramiento de la
alta dirección en estas materias. Si bien en marzo

Las últimas semanas, la discusión sobre pers-
pectivas económicas no ha estado libre de polé-
micas. El Imacec de septiembre creció 0%, lo que
confirmó que el PIB no alcanzará el alza de 2,6%
esperado por el Gobierno para 2024. La falta de
dinamismo económico, agravada por una permi-
sología lenta, que frena la inversión y retrasa pro-
yectos clave para el país, hace que el panorama no
se vea muy auspicioso para el mundo empresarial.
Además, las condiciones económicas y geopolíti-
cas globales, como el reciente triunfo de Trump y
sus probables políticas arancelarias proteccionis-
tas, podrían significar presiones inflacionarias
adicionales para Chile y seguir afectando su ren-
dimiento económico en el futuro.

A lo anterior deben sumarse otros riesgos, que,
si bien se mencionan regularmente dentro de los
desafíos que las empresas deben enfrentar, vale la
pena comenzar a oficializarlos y abordarlos como
parte relevante del devenir corporativo. Estos son
los riesgos climáticos y cibernéticos que, inde-
pendiente de la contingencia económica, nos
acompañarán de manera permanente en el futu-
ro. Por lo mismo, es crucial que las empresas co-
miencen a tomar acciones concretas con el fin de
prepararse para escenarios en que estos riesgos
irán al alza adaptando sus negocios.

A nivel local, hemos sido testigos de los efectos
devastadores de las sequías, incendios e inunda-
ciones del último tiempo. Solamente los incendios
en Valparaíso a principios de año generaron pér-
didas por más de US$ 1.000 millones. En el En-
cuentro Nacional del Agro (Enagro), se dio a co-

se promulgó la Ley Mar-
co de Ciberseguridad,
aún su desconocimiento
es considerable. De he-
cho, el Instituto de Di-
rectores de Chile regis-
tró que un 65% de los di-
rectores no conoce o no
sabe el impacto que ten-
drá la aplicación de la ley
en su empresa.

Ciertamente el último
año no ha sido fácil en
materia económica. El
mundo empresarial se
ha visto enfrentado a

una ralentización de la economía. Los riesgos cli-
máticos y cibernéticos no hacen la tarea más fácil.
Pero tener la voluntad de identificarlos para im-
plementar medidas acordes a cada negocio pue-
de, al menos, ayudar a mitigar su impacto. No ha-
cerlo nos expone a que los daños en los activos y
en el negocio puedan ser permanentes y catastró-
ficos. n

O P I N I Ó N
Empresas y riesgos: un nuevo escenario

Es esencial que avancemos en robustecer la protección
frente a los ciberataques en las organizaciones,
implementando programas de capacitación y conciencia
general, estableciendo roles y responsabilidades clave.
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